
terlas, asi como las concretas cantidades necesarias de cada 
materia para la fabricación de cada cable, según el tipo de di­
seño, con especificación de las mermas y de los subproductos 
en cada caso.

e) El ejemplar del acta en poder del interesado servirá pa­
ra la formulación, ante la Aduana exportadora, de las hojas 
de detalle que procedan.

f) El intoresado queda obligado a declarar, en la docu­
mentación aduanera de exportación y en la correspondiente 
hoja de detalle, por cada producto exportado, las composicio­
nes de las materias primas empleadas, determinantes del be­
neficio fiscal, así como calidades, tipos (acabados, colores, espe­
cificaciones particulares, formas de presentación), dimens enes 
y demás características que las identifiquen y distingan 
de otras similares, y que, en cualquier caso, deberán coin­
cidir, respectivamente, con las mercancías previamente impor­
tadas o que en su compensación se importen posteriormente, 
a fin de que la Aduana, habida cuenta de tal declaración y 
de las comprobaciones que estimen conveniente realizar, entre 
ellas la extracción de muestras para su revisión o análisis por 
el Laboratorio Central de Aduanas, pueda autorizar la corres­
pondiente hoja de detalle.

Quinto.—Se otorga esta autorización por un período de un 
año, a partir de la fecha de su publicación en el «Boletín Ofi­
cial del Estado», debiendo el interesado, en su caso, solicitar la 
prórroga con tres meses de antelación a su caducidad v ad'un- 
tando la documentación exigida por,la Orden del Ministerio de 
Comercio, de 24 de febrero de 1976.

Sexto.—Los países de origen de la mercancía a importar se­
rán todos aquellos con los que España mantiene relaciones co­
merciales normales. Los países de destino de las exporta iones 
serán aquellos con los que España mantiene, asimismo, rela­
ciones comerciales normales o su moneda de pago sea conver­
tible, pudiendo la Dirección General de Exportación, si lo es­
tima oportuno, autorizar exportaciones a los demás países.

Las exportaciones realizadas a partes del territorio nacio­
nal, situadas fuera del área aduanera, también se beneficia­
rán del régimen de tráfico de perfeccionamiento activo, en aná­
logas condiciones que las destinadas al extranjero.

Séptimo.—El plazo para la transformación y exportación en 
el sistema de admisión temporal no podrá ser superior a dos 
años; si bien, para optar por primera vez a este sistema ha­
brán de cumplirse los requisitos establecidos en el punto 2.4 
de la Orden ministerial de la Presidencia del Gobierno, de 20 
de noviembre de 1975, y en el punto 6.° de la Orden del Minis­
terio de Comercio, de 24 de febrero de 1976.

En el sistema de reposición con franquicia arancelaria, el 
plazo para solicitar las importaciones será de un año, a par­
tir de la fecha de las exportaciones respectivas, según lo esta­
blecido en el apartado 3.6 de la Orden ministerial de la Presi­
dencia del Gobierno, de 20 de noviembre de 1975.

Las cantidades de mercancías a importar con franquicia 
arancelaria, en el sistema de reposición, a que tienen derecho 
las exportaciones realizadas, podrán ser acumuladas en todo 
o en parte, sin más limitación que el cumplimiento del plazo 
para solicitarlas.

En el sistema de devolución de derechos, el plazo, dentro 
del cual ha de realizares la transformación o incorporación y 
exportación de las mercancías será de seis meses.

Octavo.—La opción del sistema a elegir se hará en el mo­
mento de la presentación de la correspondiente declaración o 
licencia de importación, en la admisión temporal, y en ei mo­
mento de solicitar la correspondiente licencia de exportación, 
en los otros dos sistemas. En todo caso, deberá indicarse en 
las correspondientes casillas, tanto de la declaración o licencia 
de importación, como de la licencia de exportación, que el ti­
tular se acoge al régimen de tráfico de perfeccionamiento ac­
tivo y el sistema elegido, mencionando la disposición por la 
que se le otorg’ó el mismo.

Noveno.—Las mercancías importadas en régimen de tráfico 
de perfeccionamiento activo, así como los productos termina­
dos exportables, quedarán sometidos al régimen fiscal de in­
tervención previa.

Décimo.—En el sistema de reposición con franquicia aran­
celaria y de devolución de derechos, las exportaciones que se 
hayan efectuado desde el 27 de octubre de 1983, hasta la alu­
dida fecha de publicación en el «Boletín Oficial del Estado», 
podrán acogerse también a los beneficios correspondientes, 
siempre que se haya hecho constar en la licencia de expor­
tación y en la restante documentación aduanera de despacho 
la referencia de estar en trámite su resolución.

Para estas exportaciones, los plazos señalados en el artículo 
anterior comenzarán a contarse desde la fecha de publicación 
de esta Orden en el «Boletín Oficial del Estado».

Undécimo.—Esta autorización se regirá en todo aquello re­
lativo a tráfico de perfeccionamiento y que no esté contempla­
do en la presente Orden ministerial por la normativa que se 
deriva de las siguientes disposiciones:

Decreto 1492/1975 («Boletín Oficial del Estado» número 165), 
Orden de la Presidencia del Gobierno, de 20 de noviembre de 
1975 («Boletín Oficial del Estado, número 282), Orden del Mi­
nisterio de Hacienda, de 21 de febrero de 1976 («Boletín Oficial 
del Estado» número 53), Orden del Ministerio de Comercio, de 
24 de febrero de 1976 («Boletfn Oficial del Estado» número 53) 
y Circular de la Dirección General de Aduanas, de 3 de mar­
zo de 1976 («Boletín Oficial del Estado» número 77).

Duodécimo.—La Dirección General de Aduanas y la Direc­
ción General de Exportación, - dentro de sus respectivas com­

petencias, adoptarán las medidas adecuadas para la correcta 
aplicación y desenvolvimiento de la presente autorización.

Dj que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos. 
Dios guarde a V I. muchos años.
Madrid, 6 de abril de 1984.—P. D., el Director general de Ex­

portación, Apolonio Ruiz Ligero.

Ilmo. Sr. Director general de Exportación.

10222 ORDEN de 14 de abril de 1984 de intervención ad­
ministrativa en la liquidación de «Valenciana de 
Seguros Mutuos» (VALSEM).

Ilmo. Sr.: Por resolución de la Dirección General de Segu­
ros, de 17 de enero de 1984, se comunicó a la Entidad «Valen­
ciana de Seguros Mutuos- (VALSEM), que a 31 de diciembre 
de 1982, su patrimonio propio no comprometido no alcanzaba 
el límite mínimo exigido por el Real Decreto 478 1978, de 2 de 
marzo, y que no disponía de bienes suficientes para cubrir 
sus reservas técnicas con arreglo a lo dispuesto en el Real De­
creto 1341/1978, de 2 de junio, por lo que se ordenó a la En­
tidad que suspendiera, de inmediato, la contratación de nuevas 
operaciones de seguro y se le prohibió que ejecutara cualquier 
acto de disposición sobre sus inversiones, distribuyese derra­
mas activas o realizase cualquier pago que no viniere exigido 
estrictamente por el ejercicio de la actividad aseguradora deri­
vado de pólizas ya emitidas. Se comunicó también a la Enti­
dad que se encontraba incursa en la causa de disolución, con­
templada en el apartado 3.° del articulo 41, de la Ley de 16 de 
diciembre de 1954, sobre Ordenación de los Seguros Privados.

Ante esta situación, la Dirección General de Seguros pro­
cedió a incoar expediente sancionador con arreglo a lo dis­
puesto en los artículos 133 y siguientse de la Ley de Procedi­
miento Administrativo de 17 de julio de 1958, acreditando la 
Entidad, en el transcurso de la tramitación del expediente, ha­
ber acordado su disolución en la Asamblea general extraordi­
naria de Mutualistas, celebrada el día 23 de marzo de 1984, nom­
brando liquidadores a don Juan Antonio Tarazaga López, don 
Diego Elum Macías y don José María Corbín Navarrete.

En su virtud, este Ministerio, a la vista de los antecedentes 
que obran en el expediente de esta Entidad, de los que se de­
riva la necesidad de que su liquidación tenga carácter de in­
tervenida; visto el artículo 42 de la Ley de 16 de diciembre de 
1954, y a propuesta de V. I., ha dispuesto:

Primero.—La liquidación de «Valenciana de Seguros Mu­
tuos» (VALSEM), iniciada por la disolución acordada en Asam­
blea general extraordinaria de Mutualistas, tendrá carácter 
de intervenida.

Segundo.—En el plazo de quince días, a partir de la publi­
cación de la presente Orden en el «Boletín Oficial del Esta­
do», la Entidad dará cumplimiento a lo dispuesto en el artícu­
lo 118 del Reglamento de Seguros, de 2 de febrero de 1912, es­
pecialmente, en cuanto a normas de actuación y plazo dentro 
del cual han de cumplir su cometido los liquidadores corres­
pondiendo a los mismos la representación, administración y 
gestión de la Entidad durante el período de liquidación.

Tercero.—Durante el período de liquidación, la Entidad con­
servará su personalidad jurídica, conforme establece el articu­
lo 44 de la Ley de Ordenación de los Seguros Privados, de 18 
de diciembre de 1954.

Cuarto.—Designar a los Inspectores del Cuerpo Técnico de 
Inspección de Seguros y Ahorro don Juan María Bustamante 
Ballesteros para el cargo de Interventor del Estado, titular de 
la referida Entidad, y don Diego Gálvez Ochoa para el cargo 
de Interventor del Estado, suplente, en el caso de ausencia o 
enfermedad del Interventor titular con las facultades y fun­
ciones que al efecto el ordenamiento vigente señala, y, en par­
ticular, la Orden de este Ministerio de 2 de septiembre de 1982.

Quinto.—Los liquidadores, a que se refiere el número se­
gundo de la presente Orden, una vez que hayan tomado po­
sesión de sus cargos, procederán a publicar en el «Boletín Ofi­
cial del Estado» y en dos diarios de los de mayor circulación 
de la provincia, sendos anuncios, visados por la Intervención 
del Estado, haciendo público el domicilio de la oficina liqui­
dadora, procedimiento para formular, en su caso, peticiones 
ante la misma, y cualquier otro dato que, a juicio de los li­
quidadores o de la propia Intervención del Estado en le liqui­
dación, se considere oportuno divulgar para la mayor eficacia 
de las operaciones liquidatorias y la máxima garantía de los 
asegurados, perjudicados y demás acreedores de la Sociedad 
disuelta.

Sexto.—Aplicar a la presente disolución lo dispuesto en el 
artículo 3.°, apartado e), del Decreto-ley 18/1964, de 3 de octu­
bre, y artículo 2.4 del Decreto 2532/1967, de 11 de octubre.

Séptimo.—La Entidad disuelta no podrá renovar los contra­
tos de seguro en vigor en la fecha de su disolución. Los toma­
dores del seguro, de conformidad con el artículo 121 del Regla­
mento de Seguros, tienen la facultad de gestionar con la En­
tidad el rescate o rescisión anticipada de las pólizas en curso.

Lo que comunico a V. I.
Madrid, 14 de abril de 1984.—P. D. (Orden de 11 de febrero 

de 1983), el Secretarlo do Estado de Economía y Planificación, 
Miguel Angel Fernández Ordóñez.

Ilmo. Sr. Director general de Seguros


